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Presentación

El Observatorio de Derechos Humanos y Violencias por Orientación  
Sexual e Identidad de Género, surge como una plataforma de documentación,  
análisis e incidencia política sobre los diferentes contextos y realidades que la 
población lesbiana, gai, bisexial, trans, intersexual y queer  (LGBTIQ+ ) sufre en 
el país.

El Observatorio se concentra en tres ejes principales:
a) el primero de ellos es el Centro de Asesoría Legal, mediante el cual se brinda  
acompañamiento, consejo y auxilio jurídico de forma gratuita a la  
población LGBTIQ+ sobre cualquier situación que se encuentre enfrentando; 
lo cual nos permite identificar las violencias cotidianas y estructurales que  
acompañan a estas personas desde temprana edad. b) el segundo eje es 
referente al registro, documentación y análisis de las muertes violentas 
de personas LGBTIQ+ a nivel nacional. A través de dicho trabajo, hemos  
podido identificar ciertas variables criminológicas y sociales sobre los  
contextos en los cuales asesinan a los miembros de la población, como  
también llevar a cabo una fiscalización a las instituciones de la cadena de  
justicia, con quienes se han establecido mesas técnicas para mejorar la  
investigación y el proceso penal de los casos, desde una mirada de  
violencia por prejuicio. c) el tercer eje,  se enfoca en el registro e  
identificación de los patrones de violencia que sufren las personas LGBTIQ+ en 
contextos de movilidad humana..

Para nosotres es un gusto poder presentar este documento, con  
información que hemos recolectado durante el primer semestre 2023 
desde el Observatorio, esperando que sea de ayuda para la reflexión,  
articulación comunitaria e incidencia política especialmente en el Estado de 
Guatemala, para fortalecer la defensa de los derechos humanos de la 
población LGBTIQ+.

Carlos Valdés Barrios
Director Ejecutivo de Asociación Lambda
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Aclaración
Metodológica
Los datos y las estadísticas que se presentan no son limitativos ni excluyentes a otros 
registros de violencia por prejuicio de parte de otras organizaciones de sociedad civil. 
Nuestros procesos de observancia y documentación se encuentran avalados por la 
Red Sin Violencia LGBTI a la cual formamos parte, así como al protocolo de Bogotá 
sobre la calidad de datos de homicidios en Àmerica Latina y el Caribe.

Reconocemos la existencia de subregistro en los datos presentados, pero  
consideramos que el análisis y la rigurosidad de la caracterización de los hechos, 
nos permiten presentar una aproximación de la violencia que sufren las personas 
LGBTIQ+ en el país.
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Marco
Jurídico
Reconocimiento de la orientación sexual y la identidad de género como un  
derecho humano en Guatemala

El preámbulo de la Constitución Política de la República de Guatemala afirma la  
primacía de la persona humana como sujeto y fin del orden social y reconoce al    
Estado, como responsable de la promoción del bien común, de la consolidación del 
régimen de legalidad, seguridad, justicia, igualdad, libertad y paz.

En el marco de los fines del Estado se establece en la norma constitucional el  
reconocimiento en su artículo primero que “El Estado de Guatemala se organiza para 
proteger a la persona y a la familia; su fin supremo es la realización del bien común” 
y en su artículo segundo que “Es deber del Estado garantizar a los habitantes de la 
República la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral 
de la persona”; Sin embargo, es fundamental establecer lo regulado en artículo cuarto 
que afirma lo siguiente “En Guatemala todos los seres humanos son libres e iguales en 
dignidad y derechos. El hombre y la mujer, cualquiera que sea su estado civil, tienen 
iguales oportunidades y responsabilidades. Ninguna persona puede ser sometida a 
servidumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad. Los seres humanos deben 
guardar conducta fraternal entre sí”

Partiendo de las premisas establecidas y la regulación del reconocimiento de la  
igualdad de todos los seres humanos y la función del Estado en relación a  
garantizar el ejercicio de los derechos de todos las personas que en él habitan, 
queda claro que las personas que pertenecen a las poblaciones identificadas como  
LGBTI+ se encuentran bajo el amparo de la Constitución Política de la  
República de Guatemala, el ordenamiento jurídico existente en el país y la  
legislación internacional de derechos humanos aseverando que todas las  
personas, con independencia de su orientación sexual o identidad de género, tienen 
el derecho al pleno disfrute de todos los derechos humanos.

“El Principio de Igualdad y no discriminación se encuentra en la base del sistema  
internacional de protección de los derechos humanos, como un principio de orden  
transversal y se encuentra consagrado en los diversos instrumentos internacionales…”1

1 Organización de Naciones Unidas, Derechos Humanos (2021). Orientación Sexual E Identidad De Género En El Derecho Internacional De Los Derechos 
Humanos. Ver en: https://acnudh.org/load/2013/11/Orientaci%C3%B3n-sexual-e-identidad-de-g%C3%A9nero-en-el-derecho-internacional-de-los-dere-
chos-humanos.pdf 



12

La protección de las personas en relación con su orientación sexual e identidad 
de género no exige la creación de nuevos derechos ni que se concedan derechos  
especiales a las personas LGBTIQ+. Sólo es necesario que se cumpla la garantía  
aplicable universalmente de no discriminación en el goce de todos los derechos 
y que se aplique la prohibición contra la discriminación basada en la orientación  
sexual y la identidad de género a nivel nacional, no únicamente bajo el amparo de las 
normas internacionales de derechos humanos. “Los tribunales de muchos países han 
decidido que ese tipo de discriminación infringe no solo el derecho internacional sino  
también sus normas constitucionales internas. La cuestión ha sido abordada  
asimismo por los sistemas regionales de derechos humanos, más notablemente la  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo de Europa”.2

El artículo 44 de la Constitución, establece que “Los derechos y garantías que otorga la  
Constitución no excluyen otros que, aunque no figuren expresamente en ella, son  
inherentes a la persona humana. Serán nulas ipso jure las leyes y las disposiciones  
gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, restrinjan o tergiversen los  
derechos que la Constitución garantiza”, reconociéndose en la doctrina a esta  
norma como principio de cláusula abierta, pues se refiere a derechos que no  
constan en la literalidad de la ley y que el juzgador puede precisar en un caso  
concreto, principio que también aparece en la novena enmienda de la Constitución 
de los Estados Unidos de América3. 

Si bien es cierto el reconocimiento de la orientación sexual y la identidad de  
género no se encuentran establecidos en la normativa nacional, pertenecen a la  
esfera de la condición humana y estas condiciones han sido reconocidas y  
valoradas por la aplicación de diferentes instrumentos internacionales que  
Guatemala ha ratificado, especialmente la Convención Americana de Derechos  
Humanos. 

Un derecho que le está reconocido a las personas no puede ser negado o  
restringido a nadie y en ninguna circunstancia con base en su orientación sexual  
u identidad de género; ello violaría el artículo 1.1 de la Convención Americana,  
el cual proscribe la discriminación, en general, incluyendo en ello categorías 
como las de la orientación sexual la que no puede servir de sustento para negar o  
restringir ninguno de los derechos establecidos en dichos instrumentos  
internacionales4.

2 Humanos, 2012. 
3 Lara, Rene Arturo Villegas (2020). Teoría de la Constitución. Guatemala. Ediciones y Servicios Gráficos El Rosario.
4 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2019). “Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Derechos de las 
personas LGBTI. San José, Costa Rica.
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Control de Convencionalidad

El artículo 46 de la Constitución Política de la República de Guatemala   establece la  
preeminencia del derecho internacional. reconociendo el principio general de que, en  
materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y  
ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho interno. La  
Cortede Constitucionalidad ha interpretado dicho artículo de la siguiente manera:

5 Corte de Constitucionalidad (CC). Gaceta No.18, Expediente No. 280-90, página No.99, sentencia: 19-10-90 

“...esta Corte estima conveniente definir su posición al respecto. Para ello parte 
del principio hermenéutico de que la Constitución debe interpretarse como un 
conjunto armónico, en el significado de que cada parte debe determinarse en  
forma acorde con las restantes, que ninguna disposición debe ser considerada 
aisladamente y que debe preferirse la conclusión que armonice y no la que  
coloque en pugna a las distintas cláusulas del texto. En primer término, el 
hecho de que la Constitución haya establecido esa supremacía sobre el Derecho  
interno debe entenderse como su reconocimiento a la evolución que en materia 
de derechos humanos se ha dado y tiene que ir dando, pero su jerarquización 
es la de ingresar al ordenamiento jurídico con carácter de norma constitucional 
que concuerde con su conjunto, pero nunca con potestad reformadora y menos 
derogatoria de sus preceptos por la eventualidad de entrar en contradicción 
con normas de la propia Constitución, y este ingreso se daría no por vía de su 
artículo 46, sino -en consonancia con el artículo 2. de la Convención- por la del 
primer párrafo del 44 constitucional...’ El artículo 46 jerarquiza tales derechos 
humanos con rango superior a la legislación ordinaria o derivada, pero no puede  
reconocerle ninguna superioridad sobre la Constitución, porque si tales  
derechos, en el caso de serlo, guardan armonía con la misma, entonces su  
ingreso al sistema normativo no tiene problema, pero si entraran en  
contradicción con la Carta Magna, su efecto sería modificador o derogatorio, 
lo cual provocaría conflicto con las cláusulas de la misma que garantizan su  
rigidez y superioridad y con la disposición que únicamente el poder  
constituyente o el refrendo popular, según sea el caso, tienen facultad  
reformadora de la Constitución. (Artículos 44 párrafo tercero, 175 párrafo  
primero, 204, 277, 278, 279, 280 y 281 de la Constitución Política) Por otro  
lado, la pretensión de preeminencia sobre la Constitución tendría sentido  
si la norma convencional entrase en contravención con la primera,  
puesto que la compatibilidad no ofrece problemas a la luz de lo establecido  
en el artículo 44 constitucional, pero resulta que el poder público  
guatemalteco está limitado a ejercer sus funciones dentro del marco  
de la Constitución, por lo que no podría concurrir al perfeccionamiento de un 
convenio o tratado internacional que la contravenga...”5
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Dicha sentencia es relevante porque introduce el control de convencionalidad en  
nuestra esfera jurídica. El control de convencionalidad se define como “la herramienta 
que permite a los Estados concretar la obligación de garantía de los derechos humanos en 
el ámbito interno, a través de la verificación de la conformidad de las normas y prácticas 
nacionales, con la Convención Americana de los Derechos Humanos y su jurisprudencia”

Uno de los antecedentes más importantes de esta herramienta, fue la sentencia del 
caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile de la Corte Interamericana de Derechos  
Humanos, dictada el 26 de septiembre de 2006: 

“ La Corte es consciente que los jueces y tribunales 
internos están sujetos al imperio de la ley y, por 
ello, están obligados a aplicar las disposiciones  
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un  
Estado ha ratificado un tratado internacional como 
la Convención Americana, sus jueces, como parte 
del aparato del Estado, también están sometidos a 
ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las  
disposiciones de la Convención no se vean  
mermadas por la aplicación de leyes contrarias  
a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de  
efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder  
Judicial debe ejercer una especie de “control de  
convencionalidad” entre las normas jurídicas  
internas que aplican en los casos concretos y la  
Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en  
cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte  
Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana”.
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Es importante resaltar que dicho control es una obligación que  
corresponde de oficio -es decir sin que sea querido por ninguna  
parte- a toda autoridad en el ámbito de sus competencias; no es  
exclusiva del organismo judicial sino de todo el aparato estatal.  
Consiste en verificar la compatibilidad de las normas y demás  
prácticas internas de un Estado, con la Convención Americana de  
Derechos Humanos (CADH), la jurisprudencia de la Comisión  
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y otros organismos  
internacionales que sean vinculantes.

Verificar la compatibilidad de normas y prácticas internas 
con la normativa internacional, con la finalidad de no anular 

el objeto y fin de las Convenciones y Tratados.

Armonizar las leyes internas de los países, con los 
acuerdos internacionales suscritos, con la finalidad de 

garantizar “la protección de los derechos fundamentales 
de los seres humanos” y cumplir de buena fe con los 

tratados y convenciones.

De todo acto administrativo o judicial se debe realizar el 
examen de Constitucionalidad, sumado al Control de  

Convencionalidad, al momento de emitir una resolución.

Adecuar normativa interna por medio de la modificación o 
interpretación de leyes, sobre la base de tratados y  

responsabilidad internacional según la Convención de Viena.

El control de convencionalidad 
obliga a los estados a realizar las  
siguientes acciones:
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Instrumentos regionales en materia de Orientación Sexual
e Identidad de Género

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), conformado por la CIDH y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, ha formulado una serie de resoluciones, opiniones y 
recomendaciones que van encaminadas a la protección de la población LGBTIQ+; y por lo tanto 
bajo el control de convencionalidad, el Estado de Guatemala tiene la obligación de cumplirlas y 
respetarlas. 

El antecedente principal sobre la materia fue la sentencia emitida por la Corte IDH en el caso 
de Atala Riffo y Niñas Vs Chile, en el que se estableció que la orientación sexual y la identidad de  
género de las personas son categorías protegidas por la CADH  y que por lo tanto:

A partir de la sentencia de Atala Riffo, sobrevino un conjunto de fallos y recomendaciones en el 
mismo sentido, en el cual se destacan:

Caso de la Corte IDH con fecha de sentencia 31 de 
Agosto de 2016

Caso de la Corte IDH con fecha de sentencia 16 de 
Noviembre de 2015

Caso de la Corte IDH con fecha de sentencia de 12 
de  Marzo de 2020

Caso de la Corte IDH con fecha de sentencia  26 de 
Febrero de 2016

Caso de la Corte IDH con fecha de sentencia  26 de 
Febrero de 2016

Flor Freire vs. Ecuador

Velásquez Paiz y otros vs Guatemala

Azul Rojas Marín y otra vs. Perú

Duque vs Colombia

Vicky Hernández y otras vs Honduras

Opinión Consultiva OC-24/17 de la Corte IDH

“Está proscrita cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en la orientación 
sexual de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho  
interno pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a 
partir de su orientación sexual. Este Tribunal ha destacado que para comprobar que una  
diferenciación de trato ha sido utilizada en una decisión particular, no es necesario que 
la totalidad de dicha decisión esté basada “fundamental y únicamente” en la orientación  
sexual de la persona, pues basta con constatar que de manera explícita o implícita se 
tuvo en cuenta hasta cierto grado la orientación sexual de la persona para adoptar una  
determinada decisión.”
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Rojas Marín y Vicky Hernández, la última jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 

Durante los últimos años, la Corte Interamericana de Derechos  
Humanos ha emitido dos sentencias relevantes en materia de violencia  
por prejuicio: Azul Rojas Marín y Vicky Hernandez, las que son  
importantes analizar por ser fallos regionales que fortalecen y  
contribuyen a la interpretación incluyente de la Convención Americana 
de Derechos Humanos. 

Azul Rojas Marín, es una mujer trans peruana, quien se encontraba  
caminando sola a su casa cuando es detenida, registrada y golpeada por 
agentes policiales, los cuales durante todo el momento la insultaron 
de forma despectiva con clara referencia a su expresión de género y  
orientación sexual. Posteriormente, los cuerpos policiales la llevan a una 
comisaría, donde la desnudan, golpean, torturan y abusan sexualmente 
de ella introduciendo una vara policial en el año, sin realizar algún tipo de  
registro de su detención6. La Corte determinó que la detención de Azul 
Rojas Marín fue totalmente incongruente con los estándares mínimos  
establecidos por el artículo 7 de la Convención Americana, haciendo  
énfasis en el trato discriminatorio por razones de orientación sexual e 
identidad de género no normativa que sufrió durante todo el hecho. 

En la sentencia, la Corte reconoció que el Protocolo de Estambul y la Guía 
de la Organización Mundial de la Salud para el cuidado médico legal de 
víctimas de violencia sexual son aplicables sin discriminación alguna y 
por lo tanto aplicables al caso de Azul Rojas Marín. Así mismo destacó 
que los estereotipos y prejuicios de los entes investigadores  sobre las 
personas trans fueron los responsables de impedir que se examinarán los 
hechos de forma objetiva, logrando una total impunidad para los policías  
responsables. Sin embargo lo más destacable, fue el reconocimiento 
que realizó la Corte  sobre la violencia en contra las personas LGBTIQ+,  
haciendo énfasis que esta tiene un fin simbólico, “en vista que la  
víctima es elegida con el propósito de comunicar un mensaje de  
exclusión o de subordinación”7.

6 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2020) Caso Azul Rojas Marín y Otra Vs. Perú. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Ver en: https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/resumen_402_esp.pdf 
 
7Ibidem. Par. 93.
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El caso de Vicky Hernández es el más reciente 
en temas LGBTIQ+  hasta el momento. La Corte 
IDH dictó sentencia el 26 de marzo de 2021 en 
contra del estado de Honduras por haber sido el  
responsable de la violación al derecho a la vida y a 
la integridad personal de Vicky Hernández, quien 
fue una mujer trans, activista y trabajadora sexual 
asesinada presuntamente por agentes policiales 
durante un toque de queda. La relevancia del caso 
está en ser el primero en la historia de la Corte 

IDH, que hace referencia a un crimen por prejuicio, 
concretamente un Trans Femicidio. 

Dentro del fallo de la Corte, se realizó un  
análisis y una serie de consideraciones sobre cómo 
la muerte de Vicky y las diligencias de investigación 
realizadas ocasionaron que Honduras cometiera 
varias vulneraciones a derechos humanos a luz 
de la Convención Americana. Las consideraciones 
más relevantes fueron:

Durante el desarrollo de las investigaciones, no se 
tomó en cuenta el contexto de discriminación que 
viven las mujeres trans hondureñas, ni tampoco los 
elementos que indicaban que el hecho podría está 
vinculado con la identidad de género de la víctima 
o con su actividad en defensa de las mujeres trans8, 
vulnerando así los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial 

En el marco de las diligencias de investigación, 
en ningún momento se respetó la identidad de  
género auto-percibida de Vicky, y por lo tanto 
no se analizó su muerte como una posible mani-
festación de violencia de género y discriminación 
debido a su identidad transfemenina9, aunado al 
hecho que la legislación de Honduras no permite 
a las personas trans reflejar su identidad en el  
documento de identificación, lo cual repercute en 
los prejuicios de los entes investigadores y en el 
contexto de discriminación y exclusión social. . 

La corte determinó que Honduras, también  
vulnera el derecho a una vida libre de violencia 
consagrado en la Convención Interamericana 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer, en perjuicio de Vicky Hernández,  
realizando una interpretación incluyente de dicho 
instrumento.

8 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2021). Vicky Hernández vs. Honduras. Ver en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_422_
esp.pdf 
9 Ibídem.
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No es sorpresa de nadie, que el panorama político de Guatemala  
durante los últimos años haya estado eclipsado por los casos de  
corrupción revelados por la ya extinta Comisión Internacional  
contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), y los constantes ataques  
al sistema democrático por quienes ostentan el poder. Es  
importante traer a colisión dicho tema, por el vínculo simbiótico  
que existe entre corrupción y DDHH; la Comisión Interamericana de  
Derechos Humanos (CIDH), en su resolución 1/17 menciona que 
“la corrupción, junto con la impunidad, el crimen organizado, la  
intolerancia […] representan un serio peligro de retroceso en la  
vigencia del Estado de Derecho y restringen el pleno goce de los 
derechos convencionalmente garantizados”10; es decir, gobierno 
transparentes e instituciones fortalecidas democráticamente  
significan un mayor respeto a los derechos humanos, mientras que  
gobiernos corruptos e instituciones desfalcadas significan un menor  
respeto a los mismos. 

Las diferentes formas de corrupción, directas e indirectas, individuales 
o colectivas, menores o grandes11 tienen consecuencias a corto y  
largo plazo sobre el desarrollo de los derechos humanos, desde la  
desviación de recursos públicos que limita la capacidad de 
atención institucional de servicios esenciales como salud,  
educación o trabajo hasta los sobornos individuales de funcionarios  
públicos que otorgan ventajas a personas con capacidad de 
pago y dejan en situación de exclusión a los que no, son ejemplos  
superficiales del tema en cuestión; pero lo importante a destacar 
son las consecuencias diferenciadas que tiene la corrupción  
en ciertos grupos en condiciones de vulnerabilidad.

Contexto

10 CIDH. Resolución 1/17 “Derechos Humanos y lucha contra la Impunidad y la Corrupción”, de 12 de septiembre de 2017.
11 Transparencia Internacional. Guía de lenguaje claro. (2009)
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La corrupción impacta más intensamente en quienes sufren de  
discriminación por su raza, sexo, origen étnico o nacional, orientación  
sexual, opinión política, condición socioeconómica, entre otras causas”12.

La CIDH ha reconocido que los efectos ulteriores de la corrupción en 
población LGBTIQ+, se configuran en los siguientes casos13:

En el último índice de percepción de la corrupción, elaborado por  
Transparencia Internacional en el año 2022, Guatemala obtuvo un 
puntaje de 24/100, (el mínimo a nivel histórico), colocando al país 
en el puesto 150 de 180 países evaluados. Este índice permite medir 
niveles de corrupción percibidos en el sector público, y el ranking de  
Guatemala demuestra que la percepción a nivel macro sobre la  
institucionalidad pública, es que existen prácticas altamente corruptas 
sucediendo en el gobierno, lo cual es un hecho relevante para entender el 
desarrollo de la violencia y la violación de derechos humanos en el país y 
más preocupante porque tiene consecuencias directas e indirectas sobre 
la vida de las personas LGBTIQ+.

Abusos policiales, 
Sobornos ilegales, 
Extorsión sexual

12 CIDH. Resolución 1/17 (2017)
13 Ibidem.
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Las asesorías legales son esenciales para la identificación de la 
violencia en contra de las personas LGBTIQ+, ya que brindan  
orientación y asistencia en casos de discriminación, abuso y otras 
formas de violencia por prejuicio.

A través del Centro de Asesoría Legal (CAL), el Observatorio 
ayuda a las personas LGBTIQ+ a comprender sus derechos y  
protecciones legales, brindándoles apoyo en la toma de  
decisiones y en la búsqueda de justicia ante cualquier situación 
de violencia o discriminación que hayan sufrido. Este trabajo  
nos permite identificar patrones de violencia, así como los  
diferentes obstáculos que enfrentan las personas LGBTIQ+ en 
su trayecto de vida. 

A continuación, les presentamos los datos cuantitativos, del 
primer semestre del 2023 sobre las asesorías legales brindadas:

Asesorías 
Legales



22

Asesorías legales 
brindadas durante 
el primer semestre 
de 2023
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Clasificación
de Asesorías 

61 asesorías en temas de migración 
y movilidad humana

78 asesorías
violación a Derechos Humanos

45 asesorías  
en trámites de diversa índole

37 asesorías en cambio de nombre

Se orienta a la persona LGBTIQ+ sobre su estatus migratorio,  
solicitudes de refugio, trámites ante el Instituto Guatemalteco 
de Migración, embajadas, consulados o cualquier otra situación 

que necesite en el contexto de movilidad humana.

Se orienta a la persona sobre el proceso de ruta de denuncia  
dentro de las instituciones de la cadena de justicia, así como los 
diferentes servicios que pueden solicitar en el Instituto de la  

Víctima y la Defensa Pública Penal.

Se apoya a la persona en distintos procesos administrativos ante 
instituciones públicas.

Se brinda acompañamiento en el trámite notarial y/o judicial de 
cambio de nombre a personas.



24

Poblaciones 
atendidas
65 48 26

16 10 1

Hombres Gais Mujeres Trans Mujeres Lesbianas

Hombres Trans Personas Bisexuales Mujer Intersexual
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Denuncias
Desde el Observatorio, sabemos que la documentación, registro y posterior  
generación de datos sobre violencia es el primer paso para fortalecer los  
derechos humanos de las personas LGBTIQ+. En 2022, a través de la creación 
de nuestro plan estratégico, alineamos nuestras acciones para darle una  
efectividad y puesta en práctica a los datos generados y contribuir al  
fortalecimiento de nuestro sistema de justicia.

Durante el primer semestre de 2023, 

se plantearon 56 denuncias a favor de los derechos 
y garantía de personas LGBTIQ+.

Las denuncias fueron planteadas en la siguientes instituciones:

34 21 1
en el Ministerio 
Público 

en la Procuraduría 
de Derechos  
Humanos

en el Ministerio de 
Trabajo y Previsión 
Social 
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En el año 2017, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en su informe de 
país, recomendó al estado de Guatemala “Actuar con debida diligencia para prevenir, investigar,  
sancionar y reparar todo tipo de violencia cometida contra las personas LGBTI”14. Este tipo de  
violencia recibe el nombre de violencia por prejuicio cuyo objeto principal es eliminar física y/o  
simbólicamente a todo aquel que transgrede las normas sociales de género y la sexualidad. 

Aproximación teórica a la violencia por prejuicio 

Ser una persona que desafía el binarismo de género y la heterosexualidad, 
puede implicar una serie de obstáculos en el desarrollo y proyecto de vida.  
Obstáculos cotidianos como el acceder a un trabajo o un servicio de salud, hasta  
situaciones más graves como el perder la vida de una forma violenta, son las  
múltiples realidades que atraviesan personas LGBTIQ+ (o que son percibidas como 
tal) a lo largo de su existencia.

Toda esta serie de obstáculos, que se materializan como actos de discriminación, 
agresiones verbales, amenazas, asesinatos, etc… versan sobre el concepto de  
violencia por prejuicio. Es un concepto, que a nivel macro hace referencia a la  
violencia que se ejerce en contra de todo aquello que no es cisgénero y/o  
heterosexual. “Se trata de aquella violencia que se ejerce en contra de ciertas  
personas -por ser lo que son-, es decir, por su pertenencia real o percibida, a un  
determinado grupo social”15.

La violencia por prejuicio es un concepto relativamente nuevo que ha ido  
evolucionando para explicar el origen y las formas de violencia que se  
ejercen en contra de la población LGBTIQ+. Cuando se habla de prejuicio, se hace  
referencia a una serie de valoraciones, pensamientos y opiniones,  
principalmente negativas, que se generalizan sobre ciertas características 
de la persona, como la orientación sexual y/o la identidad de género. Dichas  
valoraciones se basan en estereotipos de género, que presumen que todos 
los miembros de un cierto grupo social poseen atributos, comportamiento o  
características particulares y en consecuencia se considera que una persona  
simplemente por su pertenencia a dicho grupo se ajusta a la visión generalizada o la 
preconcepción16.

Crímenes 
por prejuicio

14 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2017). “Informe País: Situación de los derechos humanos en Guatemala”, pág. 257. Obtenido de: https://
     www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Guatemala2017-es.pdf
15 Sin-Violencia LGBTI (2019). “El prejuicio no conoce fronteras”. Pág.14.
16 Rebecca Cook y Simone Cusack, Gender Stereotyping: Transnational Legal Perspectives. Pennsylvania Studies in Human Rights, University of Pennsylvania 
     Press, 2010, pág. 9.
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Los estereotipos, los cuales son la base de la violencia por prejuicio, se nutren de 
contextos sociales y culturales que utilizan el sistema político de sexo y género 
para naturalizar normas, como la heterosexualidad o la cisnormatividad, con el  
objeto de excluir, discriminar y oprimir a todas aquellas personas que no  
cumplen con dichos requisitos sociales. El concepto de prejuicio por orientación  
sexual, identidad de género o expresión de género constituye una herramienta para 
la comprensión de la violencia contra las personas LGBT, ya que permite identificar el 
contexto social en el que se manifiesta dicha violencia17. En conclusión la violencia 
por prejuicio requiere de un contexto hostil y una complicidad social e institucional 
dirigida a grupos sociales específicos, como la población LGBTIQ+.

La violencia por prejuicio busca eliminar físicamente y/o simbólicamente a las  
personas LGBTIQ+, pero además enviar un mensaje a todos aquellos que  
comparten esa característica (orientación sexual o identidad de género) que no son  
aceptados/as18 Es decir, el perpetrador castiga a una persona, porque considera  
que su orientación sexual y/o identidad de género no se ajusta a las normas  
tradicionales, y en consecuencia debe de ser eliminado.

17 CIDH, Comunicado de Prensa No. 134A/12; emitido el 16 de noviembre de 2012.
18 Sin Violencia LGBTI. Ibidem, pág.14
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Crímenes por prejuicio

Los crímenes por prejuicio son el último  
eslabón de la cadena de violencia en contra de la  
población LGBTIQ+, que se perpetua a través de 
métodos que pretenden eliminar la existencia  
humana de todo aquel que sea parte y/o  
percibido con ciertas características (orientación 
sexual no heterosexual e identidad/expresión de 
género no cisgénero). 

La conceptualización, tiene su antecedente 
principal en el término crímenes de odio, 
el cual sigue siendo utilizado por una gran  
mayoría a pesar de las diferencias analíticas entre  
ambos términos. El odio, es una noción que  
se refiere a un sentimiento individual del  
perpetrador que se manifiesta a través de  
animosidad y hostilidad, mientras que el prejuicio 
es un proceso de racionalización y justificación 
de los individuos frente a un grupo social para  
razonar la reacción general negativa que sienten 
hacia algo o alguien; es decir el odio es individual y 
el prejuicio es social y colectivo19.  

Por las razones anteriores consideramos más 
acertado el concepto de crimen por prejuicio, 
ya que en sociedades como la guatemalteca, las  
normas tradicionales sobre lo masculino, lo  
femenino y lo heterosexual son categorías  
dominantes que se estructuran para excluir y 
discriminar en todos los niveles a la población 
LGBTIQ+, legitimando y justificación la vio-
lencia homicida hacia ellxs. La violencia por  
prejuicio es un concepto que apunta a una  
compresión  de la violencia como un fenómeno  
social en contraposición con la violencia  
entendida como un hecho aislado20.

19 Óp. Cit.
20 María Mercedes Gómez, entrevista, Centro Latinoamericano de Sexualidades y Derechos Humanos. 2007.

Por las razones anteriores consideramos más 
acertado el concepto de crimen por prejuicio, 
ya que en sociedades como la guatemalteca, las  
normas tradicionales sobre lo masculino, lo  
femenino y lo heterosexual son categorías  
dominantes que se estructuran para excluir y 
discriminar en todos los niveles a la población 
LGBTIQ+, legitimando y justificación la violencia 
homicida hacia ellxs. La violencia por prejuicio 
es un concepto que apunta a una compresión  
de la violencia como un fenómeno social en  
contraposición con la violencia entendida como 
un hecho aislado. 

Tal como se mencionó en el apartado  
anterior, la violencia por prejuicio es motivada 
por el juicio de valor que el criminal le asigna a la  
identidad de género y orientación sexual de una  
determinada persona; por lo tanto el perpetrador 
le quita la vida a la víctima porque considera que sus  
características, reales o percibidas, son malas,  
desagradables, anormales etc…
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Uno de los mayores retos en la investigación de 
estos crímenes, es el propio prejuicio que existe 
al momento de calificar dichos actos, ya que la 
mayoría se investigan como delitos pasionales21, 
lo cual imposibilita tener en el panorama otras 
líneas de investigación. Si los entes investigadores  
conocieran a profundidad el contexto de opresión, 
discriminación y exclusión que vive la población 
LGBTIQ+, podrían obtener resultados más  
prontos y eficaces al momento de individualizar al 
responsable del crimen. 

El código penal guatemalteco, no reconoce 
los crímenes por prejuicio como delitos  
independientes, por lo tanto tampoco existen 
herramientas legales que permitan encuadrar 
el asesinato de una persona LGBTIQ+ en un 
tipo penal que incluya la violencia por prejuicio. 
En años anteriores, a través de la exdiputada 
Sandra Morán, se trató de introducir ciertas  
modificaciones al Código Penal para reconocer  
y prevenir estos crímenes, sin embargo  
la iniciativa quedó atascada en el proceso  
legislativo, y durante todo el año 2021, los 
avances, así como los intentos de presentar  
un nuevo proyecto de ley, fueron nulos.  

A pesar de la ausencia de tipificación de los 
crímenes por prejuicio, el Código penal en su  
artículo 27 numeral 18, recoge como circunstancia  
agravante el menosprecio al ofendido, al  
establecer lo siguiente: 

“Ejecutar el hecho con desprecio de la edad  
avanzada o de la niñez, delsexo, de la enfermedad 
o de la condición de incapacidad física o penuria 
económica del ofendido, según la naturaleza y  
accidentes del hecho”22.

Este agravante fue desarrollado por la Corte  
Suprema de Justicia en la sentencia de casación 
de fecha  01/03/2017 dentro del expediente  
No. 1247-2016:

“la circunstancia agravante de menosprecio al 
ofendido radica en la situación en que el  

victimario desprecia de alguna forma a su víctima 
por la condición de que ésta última, por sus  

características, pertenece a grupos en situación de 
vulnerabilidad, –entendiendo como grupos  

vulnerables a aquellos que sufren discriminación 
puesto que sus derechos y garantías son  

transgredidos siendo deber del Estado evitar tanto 
las causas como sus manifestaciones  

y sus consecuencias”

Dicha sentencia es relevante, porque la Corte 
Suprema de Justicia, aunque explícitamente no 
lo menciona como tal, da una definición sobre  
violencia por prejuicio a partir del uso de ese  
agravante. Entonces, a pesar de la falta de  
tipificación ya mencionada, cualquier persona,  
fiscal, abogado o juez que desee argumentar la 
existencia de prejuicio en algún crimen puede  
utilizar la sentencia citada como soft law y  
tener algún tipo de sustento ante la falta de algo  
jurídicamente más vinculante.

21 Sin Violencia LGBTI (2019). Ibidem. Pág. 12.
22 Congreso de la República de Guatemala. Decreto 17-73, Código Penal. 
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A inicios del 2023, entre la paradoja electoral y 
los movimientos políticos, el tribunal décimo de  
sentencia penal, narcoactividad y delitos contra 
el ambiente de la ciudad de Guatemala, emite una  
sentencia que marcaría un punto de partida en el  
litigio de violencia en contra de personas LGBTIQ+. 
Nancy Sacul, fue una mujer trans asesinada en julio 
del 2022, y a diferencia de la mayoría de casos, se 
capturó a su victimario en flagrancia, lo cual provocó 
un pronto inicio del proceso judicial. 

Desde el Observatorio y Asociación Lambda, se  
estuvo monitoreando el proceso en sus  
diferentes etapas, hasta el punto de coadyuvar  
con la fiscalía en el análisis de los hechos. Bajo la  
lupa  de la violencia por prejuicio, la vulnerabilidad  
de las personas LGBTIQ+ son factores importantes 
que se deben de tomar en cuenta para entender 
presuntas motivaciones y posibilidades, por lo que 
las particularidades de los hechos y la diferentes 
manifestaciones de exclusión que sufrió Nancy  
durante su vida, nos permitió, a través de  
metodologías como análisis de contexto y  
declaraciones testimoniales, dotar al agente  
fiscal con las herramientas necesarias para probar 
una cosa en particular: la muerte de Nancy estuvo  
motivada por razones prejuiciosas. 

El pasado 3 de enero, el tribunal décimo de  
sentencia penal emite un fallo condenatorio en  
contra del victimario de Nancy, reconociendo la  
vulnerabilidad de las mujeres trans en el país a través 
de la figura jurídica del agravante del menosprecio  
al ofendido. El juez en audiencia estableció lo  
siguiente:
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El caso de Nancy nos ha permitido conocer diferentes estrategias de incidencia 
y litigio que esperamos convertirlas en buenas prácticas para lograr reducir los 
altos índices de impunidad que existen en los casos de homicidios y asesinatos de 
personas LGBTIQ+. Sin embargo se considera pertinente mencionar lo siguiente 
para el análisis y la reflexión colectiva: 

En este caso también, tomando en consideración la identidad de la persona en 
este caso de la víctima (…) que pertenecía a la comunidad LGBTI, que así fue  
determinado por la testigo A, en este caso tomando en consideración la alta  
vulnerabilidad que tienen estas personas y que son susceptibles de violencia, que 
muchas veces son objeto de intimidación o agresiones, también se determinó que 
hay un menosprecio del ofendido

Es importante lograr una sinergía con las  
fiscalías que llevan a cabo la investigación y  
posterior acusación, a partir de la  
sensibilización y explicación sobre el nivel  
probatorio del prejuicio y su análisis con  
víctimas LGBTIQ+.

La herramienta metodológica de análisis de 
contexto debe de ser utilizada con mayor  
rigurosidad para probar la vulnerabilidad de  
las personas LGBTIQ+. 

La agravante del menosprecio al ofendido es 
la figura jurídica estratégica para reconocer la  
violencia que sufren las personas LGBTIQ+. 



32

Los Datos: 
Muertes  
Violentas 
de personas 
LGBTIQ+
2023 (Enero – Junio)
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Al menos 20 personas 
LGBTIQ+

Durante los últimos tres años y medio  
(2020 – 2023), el Observatorio de derechos  
humanos y violencias por orientación sexual  
e identidad de género, ha registrado al menos 
101 muertes violentas de personas LGBTIQ+.

fueron asesinadas en Guatemala de enero a junio de 2023,  
por motivos -presuntamente- relacionados con su orientación 
sexual, identidad y/o expresión de género.

Dicha cifra representa un aumento del 20% respecto al primer semestre del 2022, 
lo cual significa que los primeros seis meses del 2023 han sido los más violentos en 
comparación con los últimos dos años. En donde en el mismo periodo se reportaron 
16 muertes violentas respectivamente.

Lo que representa que en promedio fueron asesinadas al menos 2.4 víctimas 
LGBTIQ+ al mes.
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Los datos oficiales  
-pero no representativos-  
de muertes violentas de  
personas LGBTIQ+
El Ministerio Público, fue una de las primeras  
instituciones que logró modificar su sistema de  
registro para incluir el reconocimiento de las  
personas LGBTIQ+, y fue así como en el Sistema  
Informático de Control de la Investigación  
(SICOMP), ahora Sistema ASTREA, se introdujo el 
campo respectivo para lograr la generación de datos 
desagregados por identidad de género y orientación 
sexual.

Sin embargo, a pesar de tener esa posibilidad de  
registro, el Ministerio Público no ha logrado  
demostrar a través de sus datos una realidad que  
represente la violencia que sufren las personas 
LGBTIQ+ en el país. 

En el primer semestre, el Ministerio Público ha  
registrado únicamente 

4 muertes violentas de 
personas LGBTIQ+, 

lo que representa un 80% de subregistro respecto a 
los datos del Observatorio.
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9 4 25
hombres gais 
asesinados

mujeres trans 
asesinadas

mujeres
lesbianas

hombres
bisexuales
asesinados

Víctimas
La tendencia que se reporta desde el 2020 continúa 
persistiendo sin ningún indicio de que pueda cambiar 
en los próximos años. Los hombres gais y las mujeres 
trans son las poblaciones con el mayor número de 
registros de asesinatos y homicidios.

Desde enero a junio de 2023 se reportan:
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Lugar donde ocurrieron las 
muertes violentas

A nivel territorial, los departamentos de Guatemala e Izabal continúan con 
el mayor registro de muertes violentas de personas LGBTIQ+ . 

Cabe destacar, que por primera vez en los últimos tres años, se documentan 
casos en el departamento de Zacapa, el cual reporta al menos tres muertes 
violentas de personas LGBTIQ+ en el primer semestre de 2023.

Quetzaltenango

Jutiapa

Retalhuleu

Alta Verapaz

Guatemala 5

Izabal 4

3

2

San Marcos

1

1

1

1

El Progreso 1

Zacapa

1
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Muertes Violentas de 
personas LGBTIQ+ migrantes 
y en contextos de movilidad 
humana
Según el informe anual de 2022 de la Red Sin Violencia LGBTI23 

A medida que distintas dinámicas migratorias se han agudizado en la región  
durante los últimos ańos, se ha hecho visible que las personas LGBTI son más 
vulnerables a la violencia en contextos de movilidad humana, tanto por su  
orientación sexual o identidad de género, como por su situación de migrantes  
en condiciones de desprotección. 

Acorde a la información recabada, se tiene conocimiento que de las 20 
víctimas LGBTIQ+ mortales, al menos tres (3) de ellas se encontraban en 
contextos migratorios y/o de movilidad humana. Se trata de una mujer 
trans y un hombre bisexual de nacionalidad hondureña, y un hombre gai  
salvadoreño.

Las diferentes interseccionalidades que atraviesan los cuerpos LGBTIQ+ 
pueden ocasionar una múltiple mirada de violencia que agudiza la situación 
de vulnerabilidad en razón de la orientación sexual, identidad y/o expresión 
de género no normativa. El estado migratorio es una categoría, que en un 
país como Guatemala, produce una posición de desprotección estatal aún 
más grande y por lo tanto las personas se ven expuestas a un contexto con 
mayores  obstáculos. 

Tal es el caso de Maryori Sousa, una mujer trans hondureña, solicitante de 
refugio en Guatemala, quien fue asesinada con arma de fuego el pasado 10 
de mayo de 2023 en ciudad capital. 

23 Ver: Red Sin Violencia LGBTI “Ser LGBTI+ en la región más violenta del mundo”. Disponible en: https://sinviolencia.lgbt/informe-2022-ser-lgbti-en-la-region-
mas-violenta-del-mundo/ 
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Muertes violentas de mujeres 
trans en espacios públicos 
Las mujeres trans siguen siendo más vulnerables a la violencia letal en espacios públicos, 
lo cual está determinado en buena medida por el prejuicio hacia su identidad de género.
– Red Sin violencia LGBTI (informe anual 2022 – Ser LGBT en la región más violenta del mundo)

Uno de los patrones identificados, a nivel regional, sobre las muertes violentas de  
mujeres trans es la aparición de sus cuerpos en espacios públicos. En Guatemala, con 
la información disponible, se demuestra y confirma el patrón; ya que de los cuatro (4) 
casos registrados de mujeres trans, tres (3) de ellas el cadáver fue dejado en un espacio 
abierto mientras que en uno (1) el cuerpo fue encontrado en un domicilio particular. 

El hecho que sus cuerpos aparezcan en  
lugares públicos indica un menosprecio 
a sus identidades, una advertencia para  
todas y una reivindicación del victimario 
sobre lo no normativo, ahí radica el carácter 
expresivo de la violencia por prejuicio.
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Muertes Violentas de  
hombres cis gais en domicilios 
particulares
Dentro de la región latinoamericana, según información de la red sin violencia LGBTI, 
es algo común que los cuerpos de los hombres gais sean encontrados en domicilios o 
casas particulares, debido a la identificación de las dinámicas de ligue. Sin embargo en 
Guatemala, ocurre todo lo contrario, ya que la mayoría de los cuerpos de hombres gais 
desde el 2022, han sido hallados en espacios públicos. 

De los 9 casos registrados en el primer semestre de 2023 en esta población, al menos 
cinco (5) fueron encontrados en espacios abiertos, dos (2) en domicilios particulares, 
uno (1) en espacios de homosocialización y otro (1) en un establecimiento comercial. 

El rompimiento del patrón de violencia en los homicidios de hombres gais,  
adquiere un mensaje simbólico que se asocia a un contexto de macro-criminalidad  
e instrumentalización de las vidas LGBTIQ+ por parte de grupos criminales, que los  
utilizan para ejecutar ciertos actos delictivos.
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El Círculo del 
no problema 

“Lo que no se nombre no existe” 
es una afirmación que sugiere que sólo aquello que puede ser  
expresado con palabras o nombres es real o tiene significado.  
Dicha frase está relacionada con la filosofía del lenguaje y la  
epistemología, que son ramas análiticas que exploran cómo 
las palabras y el conocimiento están interconectados. Las  
sociedades modernas han ido a lo largo de los años, haciendo 
ejercicios de identificación a diversas problemáticas sociales, 
dotándolos de un nombre y un significado, pero principalmente 

haciéndolas visibles dentro del imaginario social. 

Las problemáticas y luchas LGBTIQ+, han seguido el mismo  
patrón epistemológico de nombrar situaciones y darles un  
contenido; antes el activismo LGBTIQ+ versaba únicamente 
en hombres gais y VIH, sin embargo ahora se reconocen otras  
poblaciones, contextos y necesidades. A pesar de ese avance,  
es menester hacer una reflexión colectiva sobre lo que nos hace  
falta nombrar y hacer visible, porque muchas situaciones han 

quedado inmersas en el círculo del no problema.  

El círculo del no problema, es una idea que refleja como ciertas 
problemáticas sociales al no ser nombradas, quedan silenciadas 
y por lo tanto entran a un ciclo de desinterés y desprotección  

constante y permanente.
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Desde el Observatorio, en el curso de nuestros ejercicios de documentación y registro  
hemos identificado ciertas problemáticas y situaciones que se encuentran en el círculo del 
no problema, porque a nivel Estado y sociedad civil no se habla o visibiliza lo suficiente para 
lograr romper el ciclo de desinterés y desprotección.

A manera de incentivar el diálogo y la construcción colectiva, presentamos los hallazgos 
principales, que a lo largo de los años, hemos identificado como manifestaciones de  
violencia letal y no letal en contra de personas LGBTIQ+ que se encuentran en el círculo 
del no problema:

Silenciar
problemas: 
ciertas situaciones 

sociales no son nombradas 
y por lo tanto quedan 

invisibilizadas  

No existen:  al ser invisibilizado el 
problema, la sociedad lo 
toma como inexistente 

No se abordan:
al no existir el problema, 

no se vuelve necesario 
una asignación de 

recursos para abordarlo

El Círculo del
 no problema 



42

1. Violencia hacia niñez y adolescencia LGBTIQ+

Los constantes ataques de movimientos  
anti-derechos y de corte conservadorhan logrado 
difundir mensajes claros y contundentes como 
la campaña de  #ConMisHijosNoTeMetas, que ha 
provocado un miedo y desinterés a crear  
proyectos y acciones a favor de la niñez y  
adolescencia LGBTIQ+. Sin embargo, a pesar que  
no se cuenta con la información necesaria para  
identificar patrones, el Observatorio ha  
registrado casos de muertes violenta de  
adolescentes LGBTIQ+, cuya única caracterización 
nos indica no solo el abordaje diferenciado que  
debe existir en la investigación, sino también en la  
interseccionalidad de la violencia que atraviesa los 
cuerpos diversos. 

De las 20 muertes violentas registradas en el  
primer semestre de 2023, al menos dos de ellas las 
víctimas eran adolescentes LGBTIQ+. El primero 
de ellos fue un hombre bisexual de 16 años, quien 
fue encontrado con heridas de arma de fuego en un  
espacio público en el departamento de Jutiapa, 
mientras que el otro, es un hombre gai de 17 años, 
quien fue asesinado por su padrastro en Cobán,  
Alta Verapaz. 

En años anteriores,  como en el 2021, se  
documentó el homicidio de un joven de 14 años, 
quien fue encontrado asfixiado y con signos 
de tortura en el municipio de San Raymundo,  
departamento de Guatemala. 

Lo anterior demuestra la necesidad imperante 
de empezar a cuestionar nuestros movimientos 
e intereses sobre ¿Qué parte del trabajo que  
realizamos involucra a niños, niñas, niñes y  
adolescentes LGBTIQ+? Porque sabemos que 
es una problemática que existe, pero ¿hasta  
cuándo dejaremos de silenciarla?

2. Personas desaparecidas  LGBTIQ+

La desaparición de personas LGBTIQ+ es  
devastadora para sus identidades y para quienes  
les buscan. La eliminación de la persona de la  
sociedad sin dejar rastro que permita determinar 
dónde está o qué le ocurrió es una manera más de 
desestimar y excluir sus cuerpos y sus vidas no  
normativas24.  En Guatemala, es bien saber la  
existencia de mecanismos de búsqueda  
inmediata para mujeres y niños, porque se  
entiende la necesidad diferenciada de actuar con 
celeridad cuando se denuncia una desaparición, 
sin embargo al momento de investigar un caso de 
una persona LGBTIQ+ desaparecida, no existen  
protocolos que tomen en cuenta las  
particularidades que versan sobre las  
orientaciones sexuales e identidades de género de 
la persona que se pretende encontrar. 

Dicha información es de suma utilidad porque 
le otorga a los investigadores herramientas para  
construir una hipótesis que pueda dar luces  
sobre datos, lugares o personas que puedan  
aportar al proceso de búsqueda y reconstrucción 
de lo sucedido.

24 Colombia Diversa (2022) “Me he quedado con tantas cosas por decirte: Violencia por prejuicio y búsqueda humanitaria de personas LGBT dadas por desa-
parecidas en el conflicto armado colombiano”
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De las 20 muertes 
violentas de personas LGBTIQ+ 
registradas en el primer semestre 
de 2023, se tiene conocimiento que en dos (2) de ellas, previamente existió denuncia de  
desaparición. Se trata de una mujer trans y un hombre gai, quienes fueron reportados  
desaparecidos, y a los tres días siguientes fueron encontrados asesinados con signos de  
tortura en el departamento de Zacapa. 

Hasta la fecha, el caso de Eswin René Jolón no ha tenido avances ni respuesta por parte 
del Estado, informamos de su desaparición en el informe de Nudas Vidas en 2022.  En este  
documento se profundizó el caso, sin embargo desde enero de 2022 que se denunció su  
desaparición sigue sin existir una respuesta efectiva ni búsqueda de su paradero.
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3. Suicidios de personas LGBTIQ+

En Guatemala la discriminación es una  
problemática latente que tiene diferentes orígenes 
y consecuencias, que está en manos del Estado 
poder resolver. La exclusión y la falta de atención 
a necesidades básicas como acceso a la educación, 
trabajo y salud suelen ser una sumatoria para el 
desgaste y la toma de decisiones que pueden ser 
nosivas en los entornos familiar y social.

El suicidio es una consecuencia muy fatídica de la 
falta de salud mental, derivada de la ausencia de  
escucha activa y la comunicación asertiva.  
Estos son rasgos de una violencia estructural y  
heterogénea que se manifiesta en la naturalización 
de gestos y conductas que suelen conjugarse, con 
otras necesidades sociales no priorizadas o poco 
atendidas.

Las personas LGBTIQ+ frecuentemente acuden al suicidio como solución 
a una serie de problemáticas que suelen tener su origene en el hogar o la 
familia, siendo el primer círculo de discriminación y exclusión que rechaza 
cualquier manifestación de identidad, expresión y orientación diferente 
de lo heteronormado. Si a eso le sumamos el discurso de odio fundado en 
las iglesias y otros grupos conservadores, que condenan con hostilidad la 
vivencia de la sexualidad con libertad y seguridad, encontramos un tor-
mento que orilla a tomar la decisión de privarse de la vida, una decisión 
matizada con la inseguridad de hablar con alguien al respecto, aunado a 
la falta de promoción de servicios de salud mental sin estigma, por parte 
del Estado.

En el primer semestre de 2023, hemos registrado al menos dos suicidios 
de personas LGBTIQ+. El primero trata de una adolescente trans, quien 
se ahorcó en su domicilio en el departamento de Zacapa y el otro de un 
hombre gai quien se tiró de un puente en el departamento de Guatemala.
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Recomendaciones al 
Estado de Guatemala

Las políticas de seguridad ciudadana y prevención de la violencia deben  
incorporar un enfoque de género que reconozca las particularidades de  
los crímenes contra personas LGBTIQ+, los riesgos diferenciales que  
enfrentan y los espacios en los que son más vulnerables, que distan de las 
tendencias generales de homicidios y violencia cuando sólo se consideran 
hombres y mujeres sin tener en cuenta su orientación sexual e identidad de 
género.

Identificar e intervenir urgentemente violencias previas con el fin de  
prevenir que escalen hasta los homicidios, como ocurre con las amenazas, 
las extorsiones y las desapariciones forzadas.

Diseñar e implementar sistemas de información y registro de violencia 
contra las personas LGBTI+ o aquellas percibidas como tales, que aporten 
estadísticas desagregadas y diferenciadas, con el fin de identificar la  
prevalencia, las tendencias y patrones de la violencia por prejuicio,  
asignando personal calificado y recursos suficientes para garantizar el  
recojo y análisis de información.

Diseñar y promover campañas masivas de sensibilización para combatir la 
discriminación y violencia hacia personas LGBTIQ+, los discursos de 
odio y los estereotipos negativos en su contra; y asegurarse que no se  
encuentren excluídas de los marcos legislativos que buscan proteger 
a las personas de la violencia promoviendo la igualdad de derechos y  
oportunidades para ellas.

Adoptar las medidas necesarias para aplicar el estándar de debida  
diligencia en la investigación de la violencia contra personas LGBTIQ+ o 
aquellas percibidas como tales, incluyendo una hipótesis investigativa que 
permita identificar si se trata de un crimen por prejuicio o no.
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